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La observación de los sucesos actuales ilustra la comprensión 
de los pasados y la profundización en lo que ha sucedido 

aclara lo que está sucediendo. 
Norbert Elias 

Introducción 
C O N LAS TRANSFORMACIONES implementadas en el sector social latinoame­
ricano desde los años ochenta han ocurrido cambios en diferentes niveles. 
Por un lado, están los procesos de ajuste económico y la reestructuración de 
instituciones y servicios de protección, sobre los que se ha realizado el ma­
yor número de análisis. En otro nivel está la reconfiguración de la correla­
ción de fuerzas entre los diversos actores involucrados en las reformas. Este 
tema ha estado poco abierto al debate, pero es fundamental para entender los 
resultados de las transformaciones. 

Detrás de los cambios conceptuales, legales, financieros y operativos en 
los sectores que se reforman, hay pactos y conflictos entre los actores de los 
que unos resultan ganadores y otros perdedores. Los procesos tienen agen­
tes que alternativamente promueven o bloquean las reformas y se apoyan 
en alianzas y coaliciones cambiantes. Desde esta perspectiva, las reformas 
son un complejo proceso histórico que no puede dar como resultado lo anti­
cipado, tanto por los reformistas como por sus detractores (Brachet-Márquez, 
2007). 

El debate general sobre los Estados de Bienestar (en adelante EB) ha in­
fluido en los análisis de las reformas sociales latinoamericanas, lo que ha 
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llevado a desarrollos teóricos y empíricos que han contribuido a la compren­
sión de aspectos económicos, políticos, administrativos y a la elaboración de 
tipologías del bienestar. Aun con estos avances, el papel de los actores socio-
políticos en la constitución y transformación de los sistemas de protección 
social ha sido poco explorado y es fundamental para entender los procesos 
que llevaron a los resultados actuales. En la exploración de estos aspectos, el 
presente trabajo adopta una perspectiva que privilegia el análisis teórico por 
encima de los resultados empíricos de los cambios. 

La discusión de las perspectivas analíticas usadas para interpretar los pro­
cesos de reforma en el sector social abre la posibilidad de comprender los 
vínculos entre los paradigmas dominantes en distintos momentos, las trans­
formaciones institucionales y el papel de los actores. Este trabajo tiene espe­
cial interés en identificar los aportes y los vacíos de los enfoques que se han 
usado para estudiar las reformas latinoamericanas desde los primeros años 
del siglo XX, con el fin de proponer opciones analíticas centradas en el pa­
pel de quienes han tejido las dinámicas del cambio social, sea desde las estruc­
turas de poder, o bien participando como agentes que reclaman, apoyan, se opo­
nen, desvían o alteran las transformaciones. En este sentido, las reformas dejan 
de ser vistas como consecuencia irremediable de nuevos modelos de desarro­
llo y/o de la búsqueda de "eficiencia y modernización" del Estado, para de­
venir en interacciones conflictivas que tienen lugar en escenarios históricos 
afectados por dimensiones culturales y marcos institucionales. 

El primer apartado retoma las categorías fundacionales de la discusión 
sobre el origen y la crisis de los EB en las economías desarrolladas y en el 
contexto latinoamericano, con el fin de ubicar las tendencias en el análisis 
y, a la vez, identificar a los actores que participan en las transformaciones. 
Sobre esta base se discute la validez de usar referentes europeos y norteame­
ricanos para los casos regionales. En la segunda parte se analizan las in­
terpretaciones más recientes sobre reformas sociales en el neoliberalismo y 
se confrontan los enfoques predominantes, como son los análisis racionales 
del tipo public cholee y los estudios institucionales desde una perspecti­
va relacional que contribuye a la exploración de otras rutas teóricas y me­
todológicas para el estudio de las reformas. Se considera que los elementos 
ofrecidos por las perspectivas predominantes son insuficientes para un aná­
lisis dinámico de los procesos de reforma, interesado éste sobre todo en 
las relaciones e interacciones de los actores involucrados en las transforma­
ciones. 

Finalmente, en el apartado de las conclusiones se presentan de manera 
crítica las ideas teóricas que sirvieron de base para comprender el papel de 
los actores en diferentes momentos de cambio social. 
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Orígenes de la discusión: contextos y categorías en la constitución 
de los Estados de Bienestar (EB) 

Los cambios ocurridos desde los años ochenta en las políticas sociales lati­
noamericanas, se enmarcan en las reformas a los modelos sociales de in­
tervención estatal, mejor conocidos como EB. En las explicaciones sobre 
los procesos regionales, ha sido notoria la tendencia a retomar modelos eu­
ropeos y norteamericanos. Incluso se ha llegado a equiparar los sistemas de 
bienestar de países como Argentina, Colombia y México, con los regímenes 
corporativos europeos. Para discutir la validez (o no) de este tipo de presu­
puestos se debe volver a la ubicación de las categorías que han fundamenta­
do los análisis. 

El origen y la expansión de los EB puede situarse en Europa occidental 
entre mediados de los treinta y la década de los setenta. Este periodo coinci­
de con la consolidación de los procesos industriales y la incursión de nuevos 
actores, como la clase obrera, cuyas reivindicaciones por mejorar sus condi­
ciones de trabajo acabarían extendiéndose a la mayoría de los ciudadanos. 
El reconocimiento formal de los sindicatos como interlocutores políticos tuvo 
importantes repercusiones para la extensión de la protección social. La polí­
tica social del EB no se restringió a principios asegurativos, sus ámbitos de 
acción se extendieron a campos como la educación y la salud. Las garantías 
sociales dejaron de estar en el plano de la asistencia o la caridad y empeza­
ron a considerarse como derechos de ciudadanía.1 

El EB constituyó una fórmula reguladora entre los intereses del mercado 
y los ciudadanos que demandaban sistemas de protección para los riesgos de 
la vida urbana y las nuevas dinámicas productivas. El Estado pasó de ser una 
instancia mínima que intervenía en aspectos básicos como la seguridad y la 
protección de la propiedad privada (Estado liberal), a convertirse en árbitro 
de los intereses de diferentes grupos de la población y en agente interventor 
en la redistribución económica y la promoción del bienestar.2 

El crecimiento de los EB trascendió la expansión de políticas sociales; 
se convirtieron en un proyecto de nación que afectó, además de a las esferas 

1 En palabras de T. H. Marshall, los derechos sociales van desde el derecho al mínimo 
bienestar y a la seguridad económica, hasta el derecho a compartir plenamente el patrimonio 
social y vivir como un ser civilizado de acuerdo con los estándares predominantes en la socie­
dad (Marshall, 1992 [1950]: 23). 

2 Los fundamentos económicos del EB se encuentran en las teorías de John Keynes, y se 
centran en la necesidad de la intervención estatal en la economía por medio de políticas para 
incentivar el pleno empleo, lo que produciría un incremento en el consumo y un crecimiento 
del capital. 
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económica y social, a los ámbitos familiar, cultural y político. Conservar la 
democracia se asociaba a la capacidad de respuesta del Estado para satisfa­
cer necesidades colectivas y demandas de las grandes masas de trabajadores 
industriales. A pesar de que existían unos presupuestos comunes sobre el 
papel que debía tener el Estado, los procesos sociopolíticos particulares de 
cada país determinaron las formas de institucionalización. Las variaciones en­
tre uno y otro caso obedecieron a las tradiciones estatales y a los distintos tipos 
de coaliciones y negociaciones de los sectores que rechazaban y/o defendían 
la colectivización de la protección social y que estaban representados funda­
mentalmente por los sindicatos, los partidos obreros, las burocracias guber­
namentales y los empresarios industriales. La forma en que se cristalizó esta 
correlación de fuerzas se reflejó en diferentes regímenes de protección, defi­
nidos de acuerdo con los niveles de desmercantilización y con los modos de 
estratificación que dieron lugar a diferentes alianzas de clases. 

Algunos de estos regímenes corresponden a los sistemas de origen bis-
marckiano;3 son los llamados conservadores o corporativos que fueron imple-
mentados en la Europa continental (Alemania, Francia e Italia) y concentraron 
los privilegios de la protección estatal en las redes familiares de los trabaja­
dores industriales a través del seguro social. Otros países (Dinamarca, No­
ruega y Suecia) corresponden al modelo desarrollado a partir del informe 
Beveridge, de 1942, que se fundamenta en los principios de universalidad, 
uniformidad y unidad de la protección social como derecho ciudadano. La 
instauración y expansión de este tipo de regímenes fue promovida por go­
biernos socialdemócratas. Por otro lado, los países anglosajones (Estados 
Unidos,4 Australia y Gran Bretaña5) instauraron los regímenes conocidos co-

3 Este sistema de protección social se introdujo en Alemania bajo el régimen autoritario 
de Bismarck a fines del siglo xrx. Su proyecto buscaba mejorar las relaciones con la clase tra­
bajadora industrial a través de la seguridad social; su objetivo era frenar la creciente importan­
cia del movimiento obrero, aportando un componente social que contribuyera a la legitimación 
del régimen. 

4 En Estados Unidos el régimen de Roosevelt introdujo la seguridad social. El New Deal 
tuvo dos etapas que pueden distinguirse porque en la primera (1933) se adoptaron medidas de 
asistencia social para los desempleados, las familias con niños y la protección para la materni­
dad. En la segunda etapa (1935) se aprobó la ley de seguridad social que reconoce las pensio­
nes de vejez y desempleo, y la ley que reconoce el derecho a la sindicalización. En ese país la 
seguridad social evolucionó de manera similar a la de los países europeos, salvo en el seguro 
médico, que nunca logró ser extensivo: "La dinámica de la economía estadounidense, con una 
economía unitaria, estados separados y autoridades legislativas federales, explica en gran parte la 
complejidad en sus procesos" (De Swaan, 1992: 243). El papel del movimiento obrero en Es­
tados Unidos no fue tan significativo como en Australia y Gran Bretaña. 

5 Cuando Esping-Andersen clasifica a Gran Bretaña dentro del modelo liberal no está pen-
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mo liberales o residuales, que se caracterizaron por implementar políticas de 
asistencia restringidas a los grupos que no podían articularse al mercado. En 
estos países los movimientos socialistas y/o democratacristianos no tuvieron 
la fuerza suficiente para incidir en sistemas de protección social más inclusivos 
(Esping-Andersen, 1990). 

La expansión de los sistemas de bienestar dio lugar a la aparición de las 
clases medias, formadas fundamentalmente por los trabajadores asalaria­
dos provenientes de las burocracias gubernamentales que fueron conformadas 
para administrar los sistemas de bienestar. Éstas se convirtieron en uno de 
los actores con mayor poder de presión para la extensión de la protección 
social. A través de mecanismos como el voto y la sanción pública determina­
ban la legitimidad (o no) de los regímenes políticos. 

En los análisis sobre el origen y la expansión de los EB se han privilegia­
do las variables relacionadas con los grupos de interés, las clases sociales, el 
crecimiento económico, el papel del Estado y la democracia. Sin embargo, 
el lugar que ocupa cada una se relaciona con la perspectiva de interpreta­
ción elegida, lo que repercute en el tipo de actores analizados y en el papel 
que se les atribuye. Los distintos enfoques sobre el papel de los actores socia­
les y políticos en la constitución y expansión de los EB se han centrado en las 
tres perspectivas teóricas que se describen a continuación. 

La tradición dominante en los estudios sobre el surgimiento y la expan­
sión de los EB puede enmarcarse dentro de los modelos de interpretación 
pluralista. Estos análisis conciben al Estado desde una perspectiva funciona-
lista (que privilegia al individuo); se le caracteriza como un organismo "neu­
tro", encargado de atender las demandas sociales: "En este juego de fuerzas 
el gobierno trata de mediar entre demandas competitivas, y se constituye a sí 
mismo en un arbitro que trata de conciliar intereses plurales de los grupos 
que actúan en la sociedad" (Picó, 1987: 6). Para la tradición pluralista here­
dada de autores como Lindblom (1968) y Dahl (1961), los procesos de toma 
de decisión sobre asuntos públicos están determinados por la interacción 
entre grupos de interés y las instituciones estatales. Desde este punto de vis­
ta, el EB es consecuencia de la demanda de protección social por parte de los 
grupos de individuos que tienen intereses particulares y tratan de influir en 
los centros de decisión política. Los grupos de interés están conformados por 
actores de diferentes tipos (organizaciones empresariales, sindicatos y aso­
ciaciones) que se movilizan en torno a objetivos concretos. De esta manera, 
la agenda política es el resultado de los consensos alcanzados a través de los 

sando en las diferencias entre antes y después de Thatcher. Hasta finales de los ochenta ese país 
contó con uno de los sistemas de bienestar social más desarrollados. 
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mecanismos del sistema democrático. En estos análisis, los valores y las pre­
ferencias de los individuos son centrales; por lo tanto, la distribución del 
poder es el resultado de la agregación de preferencias individuales. Asimis­
mo, las manifestaciones de inconformidad de grupos sociales, los disturbios 
y las rebeliones, son vistas como expresiones de falta de integración social y 
consenso político. 

De esta interpretación deriva un tipo de análisis de régimen político co­
mo el corporativo. Por ejemplo, Schmitter ( 1 9 7 4 ) , así como Schmitter, Streeck 
y Lehmbruch ( 1 9 9 2 ) distinguen entre régimen corporativo de sociedad y de 
Estado. El primero se fundamenta en los principios pluralistas, pero atribuye 
al Estado un papel más activo y autónomo, lo que se refleja en la indepen­
dencia del poder de las burocracias gubernamentales con respecto a los gru­
pos sociales. En esta lógica el proceso político es resultado de la articulación 
y representación de los intereses de asociaciones reguladas y autorizadas por 
el Estado. 

La segunda perspectiva tratada en los análisis de las sociedades capita­
listas industriales se relaciona con la tradición neomarxista (O'Connor, 1 9 7 3 ; 
Poulantzas, 1 9 7 0 ) . Para estos estudios el EB responde a los intereses de la 
clase dominante y su intervención en el ámbito social tiene por objetivo faci­
litar la realización de los objetivos económicos. Son las relaciones de pro­
ducción capitalista y la contradicción capital-trabajo las que explican la emer­
gencia de los EB y las funciones de las políticas sociales. Para esta perspectiva 
los actores no son los individuos o grupos de interés organizados, como en el 
pluralismo, sino las clases sociales, que definen su lugar en las dinámicas de 
poder, de acuerdo con la posición ocupada en el proceso productivo. Las 
manifestaciones de inconformidad en la votación electoral, en las fábricas, o 
en las calles, son tratadas como expresiones de las contradicciones sociales. 
Al poner el centro del análisis en las clases sociales se dejan de lado otros 
aspectos como la inequidad, las diferencias culturales y de género, y otros as­
pectos de gran importancia para la comprensión integral de los cambios. 

La tercera corriente teórica está relacionada con el interés en la organi­
zación de la burocracia estatal, también conocida como "teoría de élites". De 
acuerdo con este enfoque, la sociedad está compuesta por estructuras organi­
zativas dominantes, de entre las cuales la burocracia estatal es la organiza­
ción de mayor poder (Alford y Friedland, 1 9 8 5 ) . En esta corriente tienen gran 
influencia las teorías weberianas sobre la racionalización y burocratización; 
sus análisis subrayan el papel de las burocracias públicas en el proceso de 
implementación de políticas: "El conflicto que se establece entre las élites se 
resuelve por medio de una serie de mecanismos, como la negociación, las 
concesiones, las normas legales o la fuerza. Los juegos de poder están cons-
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tituidos por conflictos entre élites y la sociedad es simplemente el medio que 
proporciona recursos" (Franco Morán, 1995:96). Los actores no son indivi­
duos que expresan sus preferencias, como en el pluralismo, o clases sociales 
en conflicto, como en el marxismo, sino élites en competencia. 

Cada una de estas perspectivas explica el lugar de los actores en el sur­
gimiento y expansión de los EB desde niveles de análisis diferentes. Mientras 
que el pluralismo privilegia las acciones e interacciones de individuos que se 
asocian en pequeños grupos de acuerdo con valores culturales y que partici­
pan libremente para ejercer presión sobre un Estado "neutral" que funciona 
como árbitro de los conflictos, para los marxistas los actores son agentes de 
clase y los conflictos entre las clases sociales definen la distribución del po­
der. Entre tanto, en los análisis centrados en la perspectiva de la organización 
estatal o la teoría de élites, los actores están representados por clientes, miem­
bros de burocracias gubernamentales o élites. Alford y Friedland (1985) de­
finen estos tres niveles como individual, organizacional y societal. 

Cada nivel de análisis resalta el papel de los individuos (pluralismo) o 
de las estructuras (marxismo-teoría de élites), lo que limita la interpretación 
a aspectos de lo micro o lo macro de las reformas. Un estudio sobre los agen­
tes del cambio en los procesos de reforma debe buscar las relaciones entre 
estos niveles, dado que en las diferentes etapas de agenda, formulación, 
implementación y consolidación de las transformaciones, participan tanto 
agentes de organizaciones burocráticas y élites económicas, como agentes 
societales. Una perspectiva de este tipo se aleja de la búsqueda de explica­
ciones generales, y concede mayor importancia a la reconstrucción de proce­
sos particulares constituidos por la interacción de múltiples actores. 

Sobre el origen y la expansión de la protección social en el contexto 
latinoamericano 
Al igual que en el contexto europeo, los países latinoamericanos tuvieron 
diferentes niveles de desarrollo en sus sistemas de bienestar.6 A pesar de com­
partir este elemento, en la mayoría de los casos sólo se alcanzaron progra­
mas de protección social básicos. El EB es algo distinto de cualquier menú de 
prestaciones sociales que se le ocurra ofrecer a un Estado, es mucho más que 
una política social; se trata de una construcción histórica única, es una redefi­
nición explícita de todo lo relativo al Estado (Esping-Andersen, 2000: 52). 

6 Según Filgueira (1998), esta variedad es evidente en los esfuerzos fiscales destinados a 
servicios sociales, en la cobertura poblacional de los sistemas de protección, en el rango y la 
variedad de servicios prestados y en la calidad de la distribución sectorial del gasto público. 
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En los análisis sobre los tipos de regímenes de bienestar de los distintos 

países se equipararon las tipologías de países europeos con las dinámicas re­
gionales. Para Mesa-Lago (1991), las clasificaciones latinoamericanas corres­
ponden al momento en que se origina la seguridad social y a la forma en que se 
da su desarrollo posterior. Con estos criterios propone una división entre paí­
ses pioneros (Argentina, Chile, Uruguay y Brasil), cuyos sistemas de protec­
ción social se originaron entre 1920 y 1930, y evolucionaron de manera estra­
tificada bajo la influencia de grupos de presión o por iniciativa del Estado. Los 
países intermedios (México, Costa Rica, Ecuador, Paraguay, Perú, Venezue­
la y Colombia) fueron aquellos que instauraron sus sistemas de protección 
entre 1940 y 1950. Aunque éstos se caracterizan por la creación de un insti­
tuto general destinado a cubrir a toda la población, en la práctica sólo fueron 
incorporados los grupos ocupacionales con más poder. Los países tardíos 
(Nicaragua, El Salvador, Guatemala y los países del Caribe de habla inglesa) 
serían aquellos donde la seguridad social apareció entre las décadas de 1950 
y 1960, con una menor cobertura de población y prestaciones más pobres. 

Por otro lado, Filgueira (1998) construye una tipología similar, pero 
considera otros indicadores relacionados con la cobertura poblacional, el 
gasto público y la distribución sectorial. Este autor enfatiza la importancia 
de las variables estructurales y de las secuencias históricas y propone tres 
niveles distintos de clasificación: universalismo estratificado, regímenes dua­
les y regímenes excluyentes. Ambas propuestas dan cuenta de las variacio­
nes en las políticas sociales y permiten identificar actores clave, como los gru­
pos industriales, los trabajadores del Estado, los obreros industriales y, en 
general, los sectores urbanos empleados, quienes aparecen como los grandes 
beneficiarios de la redistribución del ingreso administrada por el Estado. 

Las referencias sobre la instauración de Estados sociales están vincula­
das a los procesos que tuvieron lugar entre las décadas de los cincuenta y 
principios de los setenta, periodo asociado al fortalecimiento de la industria 
nacional y a la consolidación del mercado interno. Para este momento dos 
perspectivas analíticas lideraron la interpretación de las realidades latinoa­
mericanas: el desarrollismo y la modernización. 

El enfoque desarrollista de la Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe (CEPAL) se convirtió en el referente obligado para los países que 
buscaban orientar sus políticas económicas hacia el mercado interno. Las ba­
ses que fundamentaron el periodo conocido como modelo de sustitución de im­
portaciones tuvieron lugar a partir de la década de 1950, con los estudios lide¬
rados por Raúl Prebisch sobre el desarrollo económico de América Latina. Los 
planteamientos sobre el sistema centro-periferia se basaron en hipótesis so­
bre el desarrollo desigual entre las economías centrales y los países periféricos: 



URIBE: REFORMAS SOCIALES EN AMÉRICA LATINA 435 
El capitalismo periférico es parte integrante del sistema mundial, ordenado de 
acuerdo al esquema de la división internacional del trabajo y de las ventajas com­
parativas. No obstante, se desenvuelve en condiciones muy diferentes a las de 
los centros. Mientras la estructura productiva de la periferia es heterogénea y 
especializada, la del centro es homogénea y diversificada. (Prebisch, 1981) 

De acuerdo con estos análisis, para contrarrestar los efectos perversos 
del capitalismo desigual, se necesitaba fortalecer el sector industrial a través de 
un apoyo decidido del Estado. Por este medio se buscaba la disminución del 
atraso y de los rezagos relacionados con la productividad del trabajo y el em­
pleo. El desarrollo debía ser el resultado del aumento de la producción inter­
na y la disminución de la importación de productos provenientes de los paí­
ses centrales. Dentro de las teorías cepalinas, el Estado-nación es visto como 
la unidad básica para promover el desarrollo y sus acciones deben contra­
rrestar las posibles insatisfacciones sociales. Debe ser además el principal 
agente regulador y a la vez el intermediario de los conflictos emergentes 
entre los distintos actores representados por los grupos industriales, las cla­
ses medias, los profesionales, los sectores obreros y, en general, los sectores 
urbanos integrados al empleo formal. Los trabajadores rurales y los emplea­
dos informales se vieron excluidos de los sistemas de protección. 

Por otro lado, la teoría de la modernización —con los análisis encabeza­
dos por Gino Germani— buscó ampliar las interpretaciones de la transición 
latinoamericana. Bajo un pronóstico optimista, se creía que los países peri­
féricos podrían seguir la trayectoria de desarrollo de los países centrales. Es­
ta perspectiva es heredada de las ideas de Tonies y Weber sobre el cambio 
secular de GemeinshaftlGesellshaft, y de las ideas de Durkheim sobre la 
tendencia secular hacia una creciente diferenciación y complejidad en las so­
ciedades contemporáneas (Brachet-Márquez, 2001:12). El paso de una socie­
dad tradicional a otra moderna dependía de la superación de una serie de 
etapas, y requería un Estado consolidado que pudiese fomentar el progreso a 
través del crecimiento económico sostenido, lo que a la vez repercutiría en 
mayor igualdad social (Inkeles y Smith, 1974). Esta perspectiva fue impulsa­
da por medio de estrategias como la Alianza para el Progreso, que buscaban 
contrarrestar la influencia de la revolución cubana dentro del contexto lati­
noamericano. Estos análisis consideraron que la organización racional del 
Estado y la modernización de los aparatos productivos, conllevaban a la vez 
procesos mínimos de integración de los actores sociales. 

Los enfoques desarrollista y de modernización marcaron el análisis en 
América Latina hasta principios de los años setenta. Ambos privilegiaron los 
principios pluralistas y corporativos que veían al Estado como agente pro-
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motor del desarrollo y mediador en los conflictos sociales. Estos análisis re­
lacionaron la existencia de niveles de urbanización, industrialización, salari-
zación y sindicalización, con la cobertura social de la población. En esta ló­
gica, los grupos de interés tienen el papel más importante y la protección 
social es una respuesta a la presión que éstos ejercen sobre el Estado. Sobre 
esta base, el poder de un grupo de presión está relacionado positivamente 
con la excelencia de su sistema de seguridad social. En otras palabras, cuan­
to más poderoso es el grupo, mejor es su protección y más alto su grado de 
cobertura. 

Estas interpretaciones corresponden a un tipo de Estado que responde a 
las demandas de la población, premisa que tendría que ponerse en duda en 
muchos de los países latinoamericanos: ¿fueron los actores con mayor poder 
de movilización los que realmente obtuvieron los beneficios sociales? En los 
procesos regionales tuvieron incidencia otros factores, como el poder de las 
élites locales, la desigualdad fomentada por la exclusión de la población 
rural y de los trabajadores informales —quienes no lograron incorporarse 
a los sistemas de protección—, la ineficiencia estatal, el lugar ocupado por la 
lógica asistencial-clientelista en los programas sociales, y las características 
de la clase trabajadora —la que, según Filgueira ( 1 9 9 8 ) , tenía debilidades nu­
méricas y organizativas que no permitieron que el movimiento sindical alcan­
zara fuerza suficiente para tener un reclutamiento de clase—. 

Por otro lado, equiparar los procesos regionales con las dinámicas cor­
porativas europeas equivale a pensar las políticas sociales latinoamericanas 
como respuestas estatales para favorecer la producción industrial o garanti­
zar la legitimidad de un régimen político. Estos análisis han sido rebatidos en 
estudios, como el de Brachet-Márquez ( 1 9 9 6 ) , quien interpreta las políticas 
sociales como producto de la participación de las clases subordinadas en los 
procesos políticos. Esta propuesta vincula las acciones y reacciones entre el 
Estado y los actores subordinados. 

Asimismo, el optimismo de las teorías de la modernización nunca se 
tradujo en el derrame de los beneficios económicos para contribuir a lograr 
condiciones de mayor igualdad. Por el contrario, los pocos desarrollos pro­
ductivos ayudaron a mantener la separación entre aquellos que podían aumen­
tar los patrones de consumo y quienes quedaban excluidos de esta dinámica. 
Además de estos elementos, no pueden obviarse las particularidades de los 
sistemas políticos de la región, caracterizados por regímenes democráticos dé­
biles, periodos de dictaduras militares y levantamientos insurgentes a lo lar­
go del siglo XX. Estos aspectos marcan una gran diferencia con respecto a los 
EB de Europa occidental, cuya estabilidad política constituyó uno de los com­
ponentes más importantes para el desarrollo de los sistemas de bienestar. 
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mostraba el modelo de sustitución de importaciones para integrar a las gran­
des masas de población pobre de las áreas rurales, garantizar el pleno empleo 
y reducir la desigualdad y la marginalidad. Como respuesta y en oposición a 
los análisis de la modernización se afianzaron las teorías de la dependencia, 
las que a su vez tienen sus raíces en la economía política marxista (Cardoso 
y Falleto 1971; 1979; Marini, 1969; Quijano, 1969). 

La reflexión sobre las estructuras de dominación de los centros de pro­
ducción capitalista en los países periféricos es el punto de partida de las 
interpretaciones: "Los dependentistas comienzan afirmando que la sociedad 
nacional no es el contexto analítico dentro del cual debe estudiarse el desarro­
llo económico latinoamericano. Éste debe comprenderse dentro de la diná­
mica general de la inserción histórica del continente en el proceso de expan­
sión capitalista" (Zapata, 1990: 226). De acuerdo con Cardoso y Falleto, si 
se cambiaban las reglas de internacionalización del mercado interno, podían 
alcanzarse las condiciones para cambiar la situación de subdesarrollo de los 
países periféricos. 

Desde esta perspectiva, el desarrollo dependía menos del grado de racio­
nalidad de los actores —como lo supuso la modernización—, que de las ca­
racterísticas del contexto sociopolítico donde se daban las interacciones, da­
do que éste constituía un proceso no sólo económico, sino también político 
en el que intervienen tensiones y conflictos entre clases y grupos sociales. Es­
ta corriente rescató los análisis históricos que dan lugar a la lectura de proce­
sos y al papel de los actores, y sus aportes constituyeron novedosas propues­
tas de interpretación para las realidades latinoamericanas durante los años 
setenta. Sin embargo, sus presupuestos empezaron a resultar insuficientes pa­
ra explicar el agotamiento de la estrategia de fortalecimiento de los merca­
dos internos, la aparición de otros panoramas políticos y las nuevas formas 
del capitalismo. De acuerdo con Zapata (2001), con el advenimiento de los 
regímenes militares en el Cono Sur y con la implantación de políticas neoli­
berales, el tema de las consecuencias políticas de la dependencia pasó a te­
ner otras connotaciones que la consideraron inadecuada para la lectura de 
los nuevos problemas. 

La crisis del EB y el nuevo lugar de los actores en el debate 
Así como el origen y la expansión de los EB tuvo trayectorias diferentes en 
las economías avanzadas que en los países periféricos, la crisis de los siste­
mas de protección social también arrojó resultados distintos en ambos con-
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textos. Desde finales de los años setenta, el EB ha sido blanco de diversos 
ataques que repercuten en las transformaciones llevadas a cabo en las estruc­
turas sociales y económicas. Las críticas neoliberales (Hayek, 1 9 8 5 ; Friedman 
y Friedman, 1 9 8 0 ) atribuyeron al intervencionismo estatal los problemas 
económicos que surgieron a partir de los años setenta. De acuerdo con esta 
visión, el EB impone cargas fiscales que desestimulan la inversión privada y 
obstaculiza la eficiencia y el desarrollo de la libre competencia, dificultades 
que, en parte, son atribuidas al poder otorgado a los trabajadores y sindica­
tos. Según estos argumentos, el proteccionismo influye en la baja productivi­
dad. Para esta corriente el libre juego de las fuerzas del mercado debe ser el 
mecanismo regulador de las necesidades económicas y sociales de los indi­
viduos y, por tanto, las acciones estatales deben dirigirse a garantizar las 
condiciones para el desarrollo de esta dinámica de competencia, y brindar 
asistencia social únicamente a quienes no logran incorporarse al mercado. 
Esta perspectiva del desarrollo ha ido más allá del interés por reformar la 
economía, y busca cambiar la forma de organización y la relación del Estado 
con la sociedad establecida hasta los años setenta. En palabras de James 
Petras: "El neoliberalismo desarticula una compleja sociedad industrial ur­
bana, sus reglas sociales, sus mercados internos y sus circuitos financieros. 
Los efectos sociales y económicos del neoliberalismo socavan al movimien­
to trabajador" (Petras, 1 9 9 7 : 11) . 

Aunque el neoliberalismo arremetió contra los principios del EB a través 
de consecuentes ataques provenientes no sólo de economistas, sino también de 
gobiernos conservadores en Estados Unidos y Gran Bretaña (con Ronald 
Reagan y Margaret Thatcher, respectivamente), no logró reducciones sus­
tanciales en los sistemas de protección social de estos países. Para explicar 
la resistencia a estas transformaciones se argumentan aspectos como este: 
"La retirada del Estado es más consecuencia de la presión combinada de las 
burocracias y sus clientelas que de necesidades expresadas por los ciudada­
nos" (Thoening y Meny, 1 9 9 2 : 3 5 ) . 

La oposición al desmantelamiento de las prestaciones sociales en Euro­
pa está relacionada con los niveles de cohesión de las clases medias en torno 
a los valores del bienestar. Con la expansión de la protección social se difundie­
ron estilos de vida y patrones de consumo que hicieron que el votante medio 
priorizara la defensa de las garantías sociales adquiridas, y opusiera una fuerte 
resistencia a las reformas. Aun con estos elementos, no debe soslayarse que 
los efectos del discurso neoliberal han contribuido a deslegitimar las institu­
ciones del bienestar, además de que las nuevas configuraciones de las socie­
dades reclaman respuestas diferentes a las brindadas por los clásicos patro­
nes pluralistas o elitistas. 
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vez más exigua, lo que a la vez repercutió en el debilitamiento de los sindica­
tos y en su pérdida de apoyo social y político. Las transformaciones no sólo 
afectaron las esferas económica y política; también incluyeron aspectos rela­
cionados con los nuevos roles familiares, cambios en la estructura demográ­
fica por envejecimiento de la población y la insatisfacción de algunos secto­
res que no habían visto reflejadas sus demandas en los viejos sistemas de 
bienestar, como los jóvenes, los inmigrantes y la mano de obra no calificada. 
El centro de la discusión sobre las alternativas a la crisis ha girado en torno a 
temas como la igualdad y el empleo: 

En Norteamérica la exclusión del mercado de trabajo es menos dramática que el 
incremento de la desigualdad salarial, la disminución de salarios reales y el cre­
ciente ejército de trabajadores pobres. En Europa, la red de seguridad de las 
prestaciones sociales logra detener la marea de la desigualdad, pero el menor 
rendimiento en su mercado laboral induce a la exclusión masiva. (Esping-
Andersen, 2000: 130) 

Con los cambios se favorecieron reconfiguraciones de poder que quita­
ron al Estado su papel central en la vida social y económica. La nueva apues­
ta se centró en el mercado y sus estrategias de intercambio; el crecimiento 
económico pasó a ser la medida del desarrollo. Los actores tradicionales del 
EB (sindicatos, partidos obreros) empezaron a considerarse obstáculos para 
incentivar la competencia y la inversión. Como agente del cambio aparece 
un individuo libre y racional que tiene los elementos necesarios para elegir 
lo más conveniente para su bienestar. 

En esta perspectiva de la acción y el comportamiento se sitúa la teoría 
de la elección racional, que presupone que los individuos se comportan y to­
man sus decisiones de manera racional y en consideración exclusiva de sus in­
tereses personales (Olson, 1992; Bates H., 1995; Ostrom, 1988). La moviliza­
ción de intereses particulares es el motor que impulsa las transformaciones; las 
acciones colectivas pueden tener lugar sólo cuando demuestran ser la mejor 
estrategia para obtener ventajas individuales. El modelo racional parte de 
teorías económicas, pero retoma los principios del pluralismo para explicar 
el comportamiento racional de los individuos que planean y actúan estratégica­
mente para maximizar los beneficios que resultan de sus decisiones. 

En estos análisis, el mercado y el Estado tienen roles diferentes. El mer­
cado debe ser el responsable de los bienes privados, mientras que el Estado 
debe regular los bienes públicos bajo parámetros gerenciales. En esta lógica, 
las políticas sociales se justifican en tanto que responden a criterios de ofer-
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ta-demanda y costo-beneficio. Estos principios cambian la noción de ciuda­
dano asentada en la base de los derechos, por la de consumidor o cliente de 
los servicios estatales. Se privilegian la soberanía del consumidor y la auto­
nomía de los prestadores de servicios por encima del bien colectivo y la 
equidad. Desde esta óptica, cada tipo de público decide libremente los servi­
cios que quiere obtener y los que está dispuesto a financiar. Asimismo, las 
instituciones funcionan como agentes "neutros" que restringen su papel a 
canalizar las demandas en políticas públicas. Por tanto, las instituciones no 
tienen un papel preponderante, sino que aparecen como contextos en los que 
los individuos toman decisiones estratégicas restringidas. Aunque este enfo­
que analiza las motivaciones y la manera en que toman decisiones quienes 
buscan el poder, dice poco sobre cómo estas motivaciones son desarrolladas 
en el transcurso del tiempo (Grindle y Thomas, 1 9 9 1 ; Grindle, 2 0 0 3 ) . 

En oposición a las teorías racionales, los neomarxistas interpretan la cri­
sis de los EB situando su análisis en la crisis estructural sufrida por el capita­
lismo. Esta corriente ve al EB como una expresión de los intereses de la clase 
capitalista. Los servicios sociales son producidos para favorecer las relacio­
nes de explotación de la producción. Este aspecto genera la contradicción 
entre la funcionalidad del EB para el sistema económico y el déficit de los pre­
supuestos públicos por la excesiva carga burocrática, dando como resultado 
que los gastos estatales se incrementan con mayor rapidez que los medios 
para financiarlos. 

Dentro de la corriente neomarxista se ubican los enfoques de dos repre­
sentantes de la escuela de Francfort (Offe, 1 9 9 0 ; Habermas, 1 9 8 6 ; 1 9 8 9 ) , 
cuyos estudios sobre la crisis del EB constituyen un referente crítico para el 
análisis de los cambios. El enfoque de Habermas se caracteriza por concebir 
la crisis desde una perspectiva que combina tanto el análisis marxista sobre la 
integración social, como la perspectiva sistèmica de Parsons y Luhmann. De 
acuerdo con este punto de vista, las transformaciones del EB tienen que ver 
con las contradicciones manifiestas en diferentes ámbitos interrelacionados: 
el sistema económico no produce la cantidad requerida de valores consumi­
bles, el sistema administrativo no aporta decisiones racionales en el grado 
requerido, el sistema de legitimación no produce motivaciones generaliza­
das y el sistema sociocultural no genera sentido motivante de la acción. La 
imposibilidad de satisfacer las necesidades sociales a través de instancias 
institucionales, se desplaza a ámbitos que trascienden el sistema económico 
y que tocan todos los niveles de la existencia: 

El proyecto del Estado social padece bajo la contradicción entre el objetivo y el 
método. Su objetivo es el establecimiento de formas vitales estructuradas igua-
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litariamente que, al mismo tiempo, permitan ámbitos para la autorrealización 
individual. Pero evidentemente, este objetivo no puede alcanzarse por la vía di­
recta de una aplicación jurídica-administrativa de programas políticos. (Haber-
mas, 1989: 71) 
Por otra parte, la propuesta analítica de Offe tiene un carácter procesual 

que concibe la crisis menos desde el nivel de los eventos que desde los meca­
nismos que generan acontecimientos.7 La crisis es explicada a través de la in­
capacidad del sistema político para prevenir y compensar crisis económicas: 

Se supone que la política estatal no debe lesionar el primado de la producción 
privada. Sin embargo, si la política estatal quiere ser correcta se ve forzada a 
apoyarse sobre medios que violan la relación capitalista dominante o minar las 
exigencias funcionales —la legitimidad y la competencia administrativa— de la 
propia regulación estatal. (Offe, 1990: 71) 
Para Offe, las contradicciones entre capitalismo y bienestar erosionan 

los sistemas de protección social, lo que contribuye a que las políticas obe­
dezcan cada vez más a compromisos informales con élites de poder, que a 
las necesidades colectivas de la sociedad. Esta situación acelera eventos deses­
tabilizadores, cuya superación depende continuamente de luchas sociales y 
maniobras políticas. 

Sin desconocer los énfasis de cada propuesta, puede decirse que estos 
modelos interpretativos están interesados en explicar el sentido de la cri­
sis del capitalismo, no sólo a nivel del sistema económico, sino también en 
otros ámbitos de la vida: social, político y cultural. Para ambos autores, las 
contradicciones entre integración social e integración sistèmica son mani­
festaciones de los problemas del capitalismo y del EB para regular los conflic­
tos sociales. Aunque el enfoque relacional retoma elementos de estas pers­
pectivas, se diferencia de las mismas al dejar de concebir a la sociedad como 
sistema, para analizarla como una red de relaciones conflictivas. 

Por su parte, la corriente neoinstitucional estudia la crisis de los EB a par­
tir del análisis del marco institucional del Estado y de su papel en la dinámi­
ca del cambio (Evans y Skocpol, 1985; Skocpol, 1992; North, 1990). Estos 
estudios se preguntan por la influencia que ejercen las instituciones en el com­
portamiento de los actores. Desde esta perspectiva, los logros del EB no sólo 

7 El autor reconoce la dificultad para identificar y definir las fronteras de los mecanismos 
productores de acontecimientos. Para acercarse a una definición de estos aspectos retoma al­
gunos de los elementos propuestos por Robert Dahl y Charles Lindblom, que distinguen inter­
cambio, elección política, burocracia y procesos de negociación, como cuatro generadores de 
acontecimientos sociales en las sociedades industriales (Offe, 1990: 44). 
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están determinados por los procesos económicos y sociales, sino también 
por variables institucionales que inciden en la forma en que se establecen los 
sistemas de bienestar en los diferentes países. Los neoinstitucionalistas criti­
can los análisis racionales porque, según ellos, olvidan el lugar de los mar­
cos institucionales. Según sus interpretaciones, las instituciones son el media­
dor básico de la sociedad, lo que a la vez las convierte en el referente normativo 
para la interacción social. Esta perspectiva supera el análisis clásico del Es­
tado-organización, en tanto que estudia la lógica institucional del Estado en 
interdependencia con otras lógicas institucionales de la sociedad. Esta posi­
ción rebate la consideración del sujeto como un actor autónomo o sometido 
totalmente a estructuras organizativas. Por el contrario, los comportamientos 
individuales y organizativos están sujetos a marcos institucionales que se 
constituyen en el escenario para la acción de los diversos actores. 

Las explicaciones de la crisis en el contexto latinoamericano 
La crisis de la deuda que aquejó a la mayoría de los países de América Latina 
en los años ochenta se asoció al estancamiento productivo de la región, el 
cual se manifestó con el bajo crecimiento económico, las altas tasas inflacio­
narias y la consecuente incapacidad para generar fuentes de empleo. La polí­
tica de sustitución de importaciones fue declarada como el origen de estos 
males económicos. Algunos diagnósticos atribuyeron la crisis al intervencio­
nismo estatal.8 En esta veta, se decía que se había sobrecargado al aparato 
gubernamental con demandas de los sindicatos, lo que contribuía a los dese­
quilibrios financieros y aislaba a la región de la competencia internacional. 
Los discursos se centraron en la necesidad de cambios estructurales que pu­
dieran reiniciar el crecimiento económico. En palabras de Portes: 

En cada región —desarrollada o periférica— los procesos de reducción del em­
pleo, reestructuración y reubicación productiva se justificaron por la amenaza 
de la competencia mundial. Aunque algunos sectores de la clase trabajadora 

8 Cuando se habla de "exceso de intervención estatal", se pasa por alto que en la mayoría 
de los países latinoamericanos nunca se logró la instauración de estados de bienestar 
universalistas; en la mayoría de los casos, el Estado era el responsable de los programas educa­
tivos, de salud y de protección a las poblaciones vulnerables, mismos que generalmente tenían 
un carácter focalizado y estratificado, restringiéndose a la capacidad económica o a la 
discrecionalidad gubernamental. Para Laurell (1997) la crisis fiscal de los Estados de la región 
no se debió, como se sugiere, a un gasto excesivo, sino al problema de la deuda pública. Se 
calcula que para los ochenta la tasa de interés aumentó del 4% a 17%. 
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"primaria" lucharon para defender sus privilegios, la amenaza de cierres y reu­
bicaciones de plantas en el extranjero permitió a las corporaciones mantener 
disciplinada a su fuerza de trabajo. (Portes, 2001: 67) 
Los economistas del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mun­

dial se encargaron de promover las doctrinas económicas neoclásicas para 
modificar las dinámicas de desarrollo regional hacia políticas de mercado. 
Estrategias como la privatización, desmonopolización y desregulación de 
mercados financieros y laborales se convirtieron en dogmas que prometían 
la recuperación del crecimiento y que redundarían en el "derrame" de bene­
ficios sociales. Los gobiernos se adhirieron a las exigencias de los organis­
mos internacionales9 y dieron paso al llamado Consenso de Washington,10 a 
través del cual se establecieron las condiciones para orientar los cambios 
estructurales. 

A diferencia del contexto europeo, en donde los EB no sufrieron grandes 
alteraciones, América Latina fue caldo de cultivo para la instauración de las 
políticas neoliberales; aun cuando la protección social era incipiente en la re­
gión, las reformas fueron aplicadas con rigor. Las presiones internacionales 
y la variedad de regímenes políticos, ilustrada por la debilidad democrática 
de países como Colombia y Venezuela, la presencia de gobiernos autorita­
rios en países como Argentina y Chile, y las cooptaciones corporativas de los 
grupos organizados como en el caso de México, confluyeron con mecanis­
mos clientelistas, estratificación de los beneficios sociales, exclusión de gran­
des grupos poblacionales y fragmentación de los servicios de protección, para 
que los intereses económicos de los organismos crediticios internacionales y 
las élites económicas locales se impusieran sin mayor dificultad. 

La primera etapa de los cambios, también denominada reformas de pri­
mera generación, se inició a principios de los años ochenta, con el objetivo 
de superar la crisis de la deuda externa y los desajustes provocados por el 
agotamiento de las políticas de sustitución de importaciones. Las políticas 
de ajuste macroeconómico, apertura comercial y liberalización financiera 
fueron los primeros mecanismos del denominado proceso de ajuste y estabi-

9 Los organismos internacionales (Banco Interamericano de Desarrollo, Fondo Monetario 
Internacional, Banco Mundial) pudieron ejercer una gran influencia debido a los préstamos que 
otorgaron para renegociar la deuda regional. Esto llevó a que se establecieran condiciones que pri­
vilegiaron el equilibrio de variables financieras: control de la inflación, balance fiscal, expansión 
de exportaciones. En muchos casos, las propuestas de reforma se establecieron como condicio­
nes para el otorgamiento de nuevos préstamos, afectando la autonomía de los gobiernos. 

10 El llamado Consenso de Washington privilegiaba medidas económicas, como discipli­
na fiscal, racionalidad del gasto público, desregulación de los mercados financieros, inversión 
extranjera y privatización. 
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lización. El discurso que abanderó las reformas prometía la modernización, 
eficiencia y el crecimiento económico de los países. Estas metas podían con­
seguirse si se hacían algunos sacrificios que, en palabras deEdwards (1995), 
eran el precio que en muchos casos debía tener el ajuste. Hoy, después de 
más de dos décadas de transformaciones, estos resultados no han logrado ma­
terializarse; al contrario, los efectos han recaído especialmente en los secto­
res más pobres, quienes han sufrido con mayor rigor el aumento del desem­
pleo y la inequidad.11 

La segunda etapa fue conocida como reformas de segunda generación. 
Se implemento a partir de los primeros años de la década de los noventa en la 
mayoría de los países, como puede verse en el Cuadro 1. Su propósito fue 
reducir las funciones del Estado a través de la renovación de la gestión y la 
acción públicas. Estas medidas se concentraron en la reasignación de recur­
sos, privatización de empresas estatales y aplicación de métodos de eficien­
cia y rentabilidad en los servicios públicos. Las políticas sociales se equipa­
raron con programas asistenciales descentralizados y focalizados hacia los 
grupos más pobres. 

Prima en esta perspectiva una visión posibilista y voluntarista de la reforma del 
sector social. Se considera tangencial y superficialmente el efecto de estas re­
formas sobre las previas formas de incorporación de los sectores tradicional-
mente favorecidos por el viejo modelo (clases medias, trabajadores estatales y 
trabajadores urbanos integrados al mercado formal) y su consiguiente efecto so­
cial y político. (Filgueira, 1998) 

En este proceso, estrategias como la descentralización fueron legitimadas 
con argumentos fiscales y económicos. Sin embargo, a medida que empeza­
ron a implementarse se hizo evidente que tenían algunos efectos ocultos. De 
acuerdo con Brachet-Márquez ( 2 0 0 7 ) , la descentralización fue un medio idó­
neo para fragmentar a los grupos opositores a las reformas, particularmente 
los sindicatos, que ahora se veían divididos en trozos estatales/provinciales 
sin mayor poder de negociación. 

Las reformas sociales han redundado en reestructuraciones institucionales 
que se traducen en la reducción de derechos laborales, fragmentación de 
grupos organizados y desplazamiento de mecanismos de negociación colec­
tiva y gremial. En la disputa por la recomposición de poderes, muchos de los 

11 Uno de los objetivos de las reformas era mejorar el funcionamiento de los mercados 
laborales. Durante el decenio de los noventa, una creciente proporción de la fuerza laboral se 
desplazó hacia el sector informal, donde no existen las medidas de protección que proporciona 
el sector formal (Stiglitz, 2003). 
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Cuadro 1 
Implementación de las reformas del sector social 

en América latina por año y país 
País Salud Educación Pensión 
Argentina 1996 1991 1994 
Bolivia 1999 1994 1996 
Brasil 1996 1993 1998 
Chile 1992 1981 1981 
Colombia 1993 1994 1993 
Costa Rica 1993 1995-1996 1995-1996 
México 1998 1997 1997 

Fuente: Grindle (2003).12 

actores tradicionales fueron relegados, y en cambio aparecieron en el esce­
nario equipos técnicos especializados en planeación,13 y élites económicas 
interesadas en competir por el dominio de ciertos componentes de la seguri­
dad social, como ha sido el caso de las pensiones. A pesar de que en la mayo­
ría de los países se implementaron programas de reforma laboral, educativa, 
de salud y seguridad social, no puede hablarse de una reacción uniforme en 
la aplicación de las reformas. Estas variaciones están relacionadas con el 
contexto histórico y con las condiciones políticas que prevalecieron en cada 
caso. 

Los cambios estructurales implementados en América Latina significa­
ron modificaciones en el papel del Estado, en las concepciones del desarro­
llo, en los objetivos de las políticas públicas y en el papel de los actores. El 
interés por la comprensión de dichas transformaciones ha dado origen a di-

12 La autora toma la mayor parte de las fechas de fuentes del Banco Mundial y el Banco 
Interamericano de Desarrollo. 

13 Sobre este punto, el informe del Banco Mundial de 1993 para las reformas en salud 
plantea que algunos países en desarrollo han demostrado que se pueden introducir reformas 
amplias en el sector salud cuando hay suficiente voluntad política y cuando los cambios de los 
sistemas de salud son formulados e introducidos por planificadores y administradores capaci­
tados. Países como Chile y Colombia ejemplifican cómo los equipos de diseño de las reformas 
sociales, estuvieron integrados principalmente por los equipos técnicos que se habían encarga­
do de la reforma económica, quienes a la vez se convirtieron en la instancia clave de las deci­
siones e intermediaciones durante la agenda y diseño de los cambios, aspecto que no significó 
necesariamente factibilidad política al momento de la legislación e implementación. 
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versos estudios. Algunos de ellos se concentraron en los componentes econó­
micos de las reformas (BID, 1991; 1996;Edwards, 1995; Ffrench-Davis, 2005). 
Otros más optaron por explicar las transformaciones estatales y las estrategias 
de gestión de sectores como el de la educación, la salud y la seguridad social 
(Graham et al., 1999; Londoño y Frenk, 1997; Sojo, 2000; Garland, 2000; 
BM, 1997). También se han hecho análisis comparativos (Martinic, Aedo y 
Corvalán, 1999; Mesa-Lago, 2004; Kaufman y Nelson, 2004) y evaluaciones 
para determinar los efectos de los cambios (Mesa-Lago, 2005; OPS, 2002; 
Medici, 2000). Las teorías de la elección racional y los análisis institucionales 
han tenido especial influencia en muchas de estas interpretaciones. 

La perspectiva de la elección racional en las reformas 
latinoamericanas 
Las reformas sociales implementadas desde los años noventa contaron con 
una importante participación de los grupos técnicos que habían orientado los 
cambios estructurales de primera generación. Para legitimar las transforma­
ciones sociales, éstos se apoyaron en un discurso que promovía la moderni­
zación institucional a través de la racionalización del gasto, la reestructu­
ración de los sistemas de prestación de servicios y la promoción de la libre 
competencia y de la libre elección. La combinación de estos factores suponía 
el logro de mayor equidad y calidad en los servicios (Banco Mundial, 1993; 
BID, 1996; Grindle y Thomas, 1991; McLean, 1987; Coleman, 1992). Para los 
difusores de esta perspectiva, las confrontaciones que pueden provocar los ac­
tores requieren atención porque pueden posponer la implementación de los 
mecanismos financieros y regulatorios, y desviar la consistencia técnica del 
modelo original: 

La experiencia de varios países latinoamericanos indica que el nudo crítico de 
la economía política de estos procesos no radica en la presión que ejercen estos 
intereses a favor del inmovilismo, es decir en pro de abortar el proceso de cam­
bio. Por el contrario, el principal problema es que el accionar de estos agentes 
produce desvíos al modelo original, lo que implica sacrificar buena parte de los 
desafíos de eficiencia y equidad perseguidos por las reformas del mercado. 
(Giordano y Colina, 2000: 46) 

Se tiene la idea de que las alteraciones técnicas pueden ser corregidas 
prestando atención a aspectos del componente político por medio de diseños 
estratégicos que privilegien el análisis de los conflictos que pueden presen­
tarse entre los actores, de tal forma que se anticipen a los posibles desvíos de 
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los objetivos originales. Esta postura evade la complejidad de las dinámicas 
sociopolíticas y el carácter contingente de los cambios. 

Estos estudios desconocen que los actores no son necesariamente los 
agentes racionales que postula la teoría económica. Al contrario, no siempre 
tienen claras sus expectativas ni comprenden a un grado suficiente las opciones 
ofrecidas para mejorar su bienestar. Además, estos actores no están en igual­
dad de condiciones para competir, especialmente en los contextos latinoa­
mericanos. Se piensa en un individuo que anticipa las consecuencias de sus 
acciones, pero se dejan de lado aspectos tan importantes como las valoracio­
nes subjetivas relacionadas con ideologías, valores, creencias y costumbres, 
las cuales no necesariamente buscan maximizar los beneficios personales. 

La perspectiva neoinstitucional en las reformas latinoamericanas 
El neoinstitucionalismo ha sido una de las perspectivas predominantes en los 
análisis de las reformas sociales latinoamericanas (González Rosseti y Bossert, 
2000; Graham et al, 1999; Nelson, 2004). Aunque no se contrapone a la al­
ternativa racional y mantiene el presupuesto de la necesidad de reformar el 
sector social bajo parámetros de rentabilidad y eficiencia, sus análisis incluyen 
el componente político en los procesos del cambio. Las preguntas en este 
tipo de estudios están relacionadas con la factibilidad política de la reforma. 
Se asume que para una implementación exitosa de las reformas es necesario 
tomar en cuenta aspectos como el marco institucional para la acción y el papel 
de quienes toman decisiones, representados por el aparato ejecutivo y legisla­
tivo, quienes a la vez establecen alianzas con otras élites de poder. Los grupos 
sociales tienen un lugar en estos análisis en la medida en que sus acciones pue­
den afectar la capacidad institucional para impulsar exitosamente propues­
tas de reforma: "El éxito de las reformas institucionales depende en muchos 
casos de que los ciudadanos acepten el proceso de cambio que puede afec­
tar sus empleos o sus responsabilidades comunitarias, y estén dispuestos a 
participar de las reformas" (Graham et al, 1999). 

Dentro de esta perspectiva se concibe que las decisiones de las élites po­
líticas responden a dinámicas complejas condicionadas por percepciones, 
atributos personales, valores, ideologías y contextos que afectan las opcio­
nes de política. Como ejemplo de esta situación puede mencionarse la incidencia 
de la especialización profesional de quienes toman decisiones (economía, pla-
neación, medicina) en la percepción de los problemas y las soluciones que 
deben ser aplicadas. Los líderes políticos y los tecnócratas de alto nivel bus­
can estrategias para incrementar las posibilidades de lograr las transforma-
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ciones. Éstas pueden traducirse en instrumentos, como los llamados "grupos 
de cambio", conformados principalmente por especialistas en economía y 
planificación, quienes han tenido un importante papel en la promoción de las 
reformas económicas y sociales latinoamericanas. El poder de maniobra de 
estos grupos proviene del apoyo sistemático de funcionarios de alto nivel 
vinculados al gobierno. De acuerdo con González Rossetti y Mogollón: 

Los equipos técnicos buscaran, principalmente, limitar la influencia de aquellos 
actores que se oponen a la propuesta. Tratarán de mantener el proceso en ámbi­
tos institucionales en los que puedan controlar la participación de grupos ajenos 
a la reforma, o de aquellos que se opongan a la misma; de ahí que con excepción 
de las etapas en que la propuesta deba pasar forzosamente por mecanismos 
institucionales de representación como el Congreso, los reformadores buscarán 
mantener el proceso dentro del ámbito institucional más cerrado del ejecutivo y 
su burocracia de alto nivel. (González Rossetti y Mogollón, 2002: 43) 
Esta corriente trasciende la preocupación puramente económica y orienta 

la mirada hacia el papel de las élites políticas y sus estrategias para hacer 
efectivos los cambios. En estos estudios, el papel de los actores políticos es 
prioritario, mientras que los actores sociales generalmente aparecen de ma­
nera tangencial. La preocupación por estos últimos está relacionada con los 
obstáculos que pueden representar para la acción de las instituciones. Según 
Grindle: "Ni las opciones racionales ni las perspectivas institucionalistas 
valoran la importancia de la reforma como un proceso político dinámico, 
que con el tiempo dejará al descubierto una compleja cadena de decisiones 
en los temas relacionados con la interacción entre defensores y oponentes de 
la reforma" (Grindle, 2 0 0 3 : 8 1 ) . 

Para tener una interpretación sociopolítica de las reformas sociales, no es 
suficiente con preguntarse por las cosas que afectan la capacidad del Estado 
para impulsar exitosamente los cambios. Las reformas no son un proceso produ­
cido exclusivamente desde arriba, también hay usuarios y grupos sociales que 
pueden condicionar el rumbo de las transformaciones. Desde esta perspecti­
va: "Las políticas públicas constituyen un proceso dinámico en donde los acto­
res están constantemente procesando conflictos" (Brachet-Márquez, 2 0 0 1 : 7 1 ) . 

La perspectiva relacional: una alternativa para el análisis 
de las reformas sociales 
El punto de partida de la perspectiva relacional se encuentra en la propuesta 
de McAdam, Tarrow y Tilly ( 2 0 0 5 ) para el estudio de la "dinámica de la 
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contienda política". En este enfoque, el centro del análisis está puesto en los 
actores involucrados en los cambios y las formas de interacción que generan. 
Aunque el punto de partida de esta propuesta son los episodios amplios del 
cambio social (revolución, nacionalismo y democratización), más que las re­
formas estatales, los elementos más importantes de su enfoque teórico-meto-
dológico permiten ser adaptados para estudiar las reformas sociales de ma­
nera dinámica e interactiva. En este sentido, profundizar en el proceso político 
que subyace a las reformas, puede ser una alternativa para superar la descrip­
ción de diseños o productos de las políticas sociales. 

El modelo relacional busca reconstruir el curso de las transformaciones, 
su apuesta es el análisis de mecanismos causales en pequeña escala dentro de 
escenarios históricos dinámicos acotados en el tiempo. En esta propuesta 
analítica no hay un paradigma único, su ruta teórica combina elementos de 
las distintas tradiciones (estructural, racional, cultural y fenomenológica). 
Esta tendencia coincide con lo que se conoce como nuevas tendencias analí­
ticas, caracterizadas según Manuel A. Garretón por: 

La postulación de diversas hipótesis interpretativas y de distintas vertientes teó­
ricas. Más que la postulación de nuevas teorías o enfoques globalizantes del 
desarrollo y el cambio social, pareciéramos estar frente al desarrollo de concepcio­
nes o teorías tentativas de alcance medio, destinadas a la descripción, análisis e 
interpretación de procesos relativamente precisos y acotados, no para renunciar 
a la totalidad, sino precisamente para acercarse a ella. (Garretón, 2001: 11) 

Para Me Adam, Tarrow y Tilly, la contienda política puede ser conteni­
da o transgresiva. La primera hace referencia a casos en que las partes son 
actores políticos formalmente constituidos, mientras que en la segunda apa­
recen actores políticos recientemente identificados que emplean acciones 
colectivas innovadoras: "Los actores políticos los constituyen conjuntos de 
personas y relaciones entre personas cuya organización interna y sus cone­
xiones con otros actores políticos mantienen una sustancial continuidad en el 
tiempo y el espacio" (McAdam, Tarrow y Tilly, 2005: 13). Tradicionalmen-
te las reformas sociales han sido presentadas como producto de la contienda 
contenida. Aunque es cierto que los actores políticos tradicionales han teni­
do un papel fundamental en los procesos, también existen actores que se 
rebelan y buscan constituirse en una fuerza opositora de los modelos predo­
minantes.14 

14 Un ejemplo de este tipo lo constituye el "movimiento nacional por la salud de Colom­
bia". Éste fue creado por grupos sociales organizados que buscan ser una fuerza opositora al 
modelo de salud neoliberal implementado desde 1993. 
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La corriente relacional integra diferentes niveles de análisis que pue­
den ilustrarse a través de los siguientes criterios: 1) las explicaciones deben 
centrarse en las redes de interacción; 2) no es posible tener explicaciones 
generales de los cambios; sin embargo, sí es posible identificar mecanismos 
y procesos que pueden ser recurrentes, pero por lo general producen resulta­
dos globales diferentes en función de las condiciones iniciales, las combina­
ciones y las secuencias en que aparecen; 3) debe suponerse que el escenario 
histórico y cultural en que tienen lugar las interacciones afecta de modo sig­
nificativo el tipo de movilización, las trayectorias, los resultados y las concate­
naciones de mecanismos causales. La diferencia entre mecanismos, proce­
sos y episodios de contienda, puede resumirse de la manera siguiente: los 
mecanismos son una clase delimitada de acontecimientos que altera las co­
nexiones entre personas, grupos y redes interpersonales. Rara vez operan 
solos, habitualmente se conectan con otros mecanismos en procesos más 
amplios. Los procesos son cadenas causales, secuencias y combinaciones de 
mecanismos frecuentemente recurrentes. De esta manera, mecanismos y pro­
cesos forman un continuo. Los episodios de contienda generalmente impli­
can dos o más procesos. La secuencia explicativa incluye la identificación de 
los episodios, la localización de los procesos y la búsqueda de los mecanis­
mos causales clave dentro de esos procesos. 

En este esquema interpretativo, la política pública consiste en un con­
junto de interacciones reivindicativas entre agentes del gobierno, desafiadores 
(grupos sociales) y actores políticos externos (McAdam, Tarro w y Tilly, 2005: 
13). Esta definición puede ser el punto de partida para la ruta metodológica 
que se propone a continuación: las reformas sociales constituyen los eventos 
o episodios bajo estudio, y se sitúan en un escenario histórico dinámico aco­
tado en el tiempo. Las interacciones y confrontaciones entre actores estatales 
y societales serían las unidades de observación. Los procesos combinan di­
ferentes mecanismos durante las distintas fases de la reforma, como la agen­
da, el diseño, la adopción legislativa y la implementación de los cambios. A 
su vez, los mecanismos están representados por las estrategias de acción uti­
lizadas por los actores para incidir en las decisiones y en las relaciones. Es­
tos mecanismos pueden operar por las influencias externas que afectan la 
vida social, por las alteraciones de las percepciones individuales o colecti­
vas, y por condiciones relaciónales que alteran las conexiones usuales entre 
personas, grupos y redes interpersonales. Esta propuesta destaca los meca­
nismos relaciónales. 

El estudio de estos componentes incluye el reconocimiento de los lega­
dos históricos en las relaciones y de la contingencia, en tanto que no es posi­
ble prever los resultados de las transformaciones. Esta postura implica pasar 
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de las explicaciones de las condiciones generales en que tienen lugar las 
reformas, a develar su dinámica. En otras palabras, significa concentrarse en 
la reconstrucción de los procesos de negociación, movilización y conflicto, 
así como en los mecanismos de presión, comunicación, confrontación, parti­
cipación y resistencia de los diferentes tipos de actores involucrados en las 
reformas. 

Desde esta perspectiva se consideran diversos tipos de actores —que 
pueden ser aquellos que tradicionalmente han estado en la contienda políti­
ca—, o pueden manifestarse nuevas formas de organización y movilización 
que requieren ser incorporadas en el análisis. El lugar de los actores no es es­
tático, pudiendo variar según las coyunturas; es posible, por ejemplo, que al 
momento de agendar y diseñar una política la participación se integre 
prioritariamente por asesores técnicos, líderes políticos y organismos inter­
nacionales. Sin embargo, durante la aprobación y la implementación, general­
mente se activan las pugnas y surgen conflictos de interés de diversos grupos 
y actores afectados por las nuevas reglas del juego (Grindle, 2003).15 

El análisis relacional combina distintos niveles de las corrientes antes 
analizadas para sugerir una interpretación a partir de la comprensión de las re­
laciones entre actores, que a su vez están afectadas por determinantes cultu­
rales y tradiciones históricas. Sus acciones pueden tener o no un carácter ra­
cional, y están vinculadas a coyunturas y contingencias del contexto. Aunque 
este enfoque no busca llegar a explicaciones generales, sí pretende la identi­
ficación de los mecanismos y los procesos que pueden ser recurrentes y que 
llevan a resultados particulares. 

Un enfoque de este tipo permite introducir nuevas dimensiones en la 
medida en que se trascienden las opciones centradas en el deterninismo es­
tructural o en el individualismo metodológico, para insistir en la importancia 
de los procesos relaciónales. Aun cuando existe un sinnúmero de estudios 
sobre reformas sociales en América Latina, las dimensiones aquí propuestas 
pueden contribuir a análisis novedosos, puesto que, más allá de insistir en la 
identificación de los defectos y las ventajas de los diseños implementados, 
se indaga la forma en que el proceso interactivo determinó el contenido de 
las nuevas políticas. La respuesta a cuestiones como las siguientes son parte 

15 Esta autora presenta una propuesta similar a la visión relacional, que se sustenta en las 
reformas como procesos, pero da un significado distinto a los componentes. En su propuesta, 
entender las reformas como procesos implica la identificación de episodios específicos; cada 
episodio incorpora varias fases a lo largo del tiempo (agenda, diseño, implementación), que en 
la práctica están interrelacionadas (Grindle, 2003: 81). A pesar de las coincidencias con la pro­
puesta de McAdam, Tarrow y Tilly (2005), hay diferencias que estriban en la manera de abor­
dar los aspectos teóricos. Se retoma esta última por considerarse más completa. 
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Cuadro 2 
Actores y mecanismos de acción en las perspectivas teóricas 

para analizar las reformas sociales 

Elección racional Neoinstitucionalismo Perspectiva relacional 
Actores: individuos con 
intereses particulares que 
actúan bajo criterios de 
racionalidad económica. 

Actores: élites políticas o que 
toman decisión (poderes 
ejecutivo y legislativo) y 
equipos técnicos asesores 
de la reforma. 

Actores: estatales y societales 
interrelacionados. 

Mecanismos: compiten o se 
alian con otros individuos 
para intercambiar recursos y 
oportunidades al menor costo 
y en vista de maximizar sus 
beneficios. 

Mecanismos: la comunicación Mecanismos: están con los grupos de interés se 
da dentro de los marcos 
institucionales de cada 
contexto social. 

determinados por repertorios 
culturales, influencias 
externas y por el üpo de 
coaliciones y confrontaciones 
que se establecen entre los 
actores. 

de los asuntos que busca resolver un análisis relacional: ¿Qué tipo de actores 
han participado?, ¿cómo se organizaron?, ¿qué formas de interacción gene­
ran?, ¿cuáles son sus reivindicaciones y cuáles fueron las respuestas a esa 
reivindicación?, ¿qué tipo de coaliciones establecieron? 

Finalmente, más allá de reconocer los aportes que brinda esta propuesta 
para la realización de análisis dinámicos e interactivos de las reformas, existen 
aspectos que no son suficientemente abordados dentro de los presupuestos 
generales y que son fundamentales para comprender los procesos de transfor­
mación del sector social latinoamericano. Por ejemplo, en el caso de las re­
formas a los sistemas de salud, las acciones opositoras no siempre han sido ori­
ginadas por movimientos sociales, sino por un sinnúmero de usuarios que al 
verse afectados por los cambios manifiestan su inconformidad de manera frag­
mentada y/o a través de pequeños grupos. En el tema de las reformas socia­
les se ha tendido a minimizar la importancia de muchas de las manifestacio­
nes de los actores por no presentar suficiente durabilidad en el tiempo, por su 
carácter fluctuante o por el bajo impacto de sus demandas y movilizaciones. 
Estos fenómenos no han sido suficientemente estudiados y tendrían que ser 
incluidos en un tipo de análisis como el que aquí se propone. 

Otro de los aspectos que podrían constituirse como problemáticos, tiene 
que ver con los mecanismos usados por los actores para incidir en las decisio­
nes, dado que éstos no siempre aparecen desvelados en escenarios públicos 
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o en acciones fácilmente identificables, lo que puede llevar a que se obvien 
acontecimientos determinantes de los procesos. 

Finalmente, para poder ampliar las valoraciones sobre la pertinencia de 
esta ruta analítica, las discusiones futuras deberán respaldarse en estudios 
de casos concretos que permitan contrastar los enunciados con la teoría. 

Conclusiones 
El punto de partida de esta reflexión fue la ubicación del tipo de actores y el 
papel que se les ha atribuido en las concepciones teóricas que han pretendido 
explicar los cambios en el rol del Estado. Para esto, se privilegiaron los estu­
dios políticos de las reformas sociales (economía política y sociología políti­
ca). En un principio pudieron identificarse tres niveles de análisis utilizados 
más frecuentemente para explicar el sentido de los cambios: individual, orga-
nizacional y societal. Cada una de las perspectivas, tanto la pluralista, como 
la marxista y la elitista, ha definido uno de estos niveles como central en su 
interpretación. Para el pluralismo, son los procesos de participación de indi­
viduos y grupos; para la perspectiva organizacional es la estructura de orga­
nización del poder dentro o fuera del Estado, y para la perspectiva de clase 
son las contradicciones del sistema capitalista y su transformación a través de 
la lucha de clases. Estas interpretaciones conllevan a la vez tres dimensiones 
de la sociedad: cultural, política y económica (Alford y Friedland, 1985). 

Cada uno de estos enfoques ofrece un panorama que aporta pistas im­
portantes para comprender el sentido de los cambios. Al mismo tiempo, repre­
sentan una tensión en la relación entre los agentes y las estructuras: mientras 
que para unos el cambio es producto de los agentes, para otros es producto 
de las estructuras institucionales de la sociedad. Mientras que las teorías 
neomarxistas y organizacionales dejan poco espacio para la acción transfor­
madora de los agentes, los pluralistas centran su atención en los individuos y 
los grupos de interés, pero hacen caso omiso de los condicionamientos es­
tructurales. En cambio el enfoque relacional combina la interacción entre los 
agentes y las estructuras culturales e institucionales. 

En los análisis latinoamericanos fueron retomados especialmente los 
enfoques pluralistas y elitistas. Las explicaciones sobre la implementación 
de los sistemas de protección social privilegiaron el papel del Estado o el rol de 
los grupos de interés a partir de una concepción lineal del cambio, el cual era 
definido a partir de la sucesión de etapas que ilustraban las transformaciones de 
la sociedad. Se asimilaron los procesos de la reforma a dinámicas corporati­
vas de los regímenes conservadores europeos, dejando poco espacio para la 
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incorporación de otros factores sociales y políticos relacionados con el con­
texto latinoamericano, la trayectoria histórica de los países, y el tipo de rela­
ciones que se establece entre los actores. El desarrollismo, la modernización 
y la dependencia funcionaron como modelos para la interpretación de 
la realidad latinoamericana, derivada según estas perspectivas de una misma 
problemática que podía variar en los efectos y las formas de resolverla. Estos 
análisis fueron insuficientes para dar cuenta de la complejidad y variabilidad 
de los procesos en los diferentes países. 

Con las transformaciones en el papel del Estado desde finales de los 
setenta, surgieron otras perspectivas que no necesariamente fueron novedosas 
en su elección de niveles de análisis, pero sí incluyeron otros elementos en la 
discusión. Para éstas el centro de la polémica ya no está en el Estado, sino en 
el mercado. Teorías como la elección racional y el neoinstitucionalismo re­
cuperan el papel de los actores individuales y de los marcos institucionales 
en los procesos del cambio. De nuevo, la tensión entre lo micro y lo macro 
aparece para enfatizar uno u otro aspecto. 

Estos énfasis tienden a desconocer que en la mayoría de los países lati­
noamericanos, los agentes sociales no siempre pueden ejercer libremente sus 
intereses, dada la debilidad de los regímenes democráticos y las condiciones 
de desigualdad imperantes. El entorno político de las reformas sociales apli­
cadas durante los años noventa en la región, se caracterizó por su compleji­
dad y heterogeneidad. Los casos han variado, desde gobiernos autoritarios (el 
caso de Chile hasta 1990) hasta reformas realizadas por regímenes considera­
dos democráticos (Colombia, Brasil y Argentina),16 y resistencia a los cambios 
impuestos por los organismos internacionales (Costa Rica). Estas diferencias 
no son un asunto menor. Detrás del análisis de cada caso están las pistas para 
entender el papel de los actores sociales y políticos, las coyunturas y las con­
tingencias que llevan a ciertos fracasos en las transformaciones. 

Para comprender los procesos de cambio a partir de la combinación de 
distintos niveles teóricos, este acercamiento al estado de la cuestión encontró en 
la perspectiva relacional de McAdam, Tarrow y Tilly (2005), las bases para una 
propuesta más completa y dinámica para el estudio de las reformas sociales. 
Este enfoque busca la reconstrucción de los procesos y mecanismos que consti­
tuyen el cambio. El peso del análisis se pone en la constitución e interacción 
de los actores, mismas que tienen lugar en escenarios históricos acotados y 

16 A pesar de ser tres regímenes políticos similares, los resultados en las reformas de un 
sector como la salud han sido diferentes. En Argentina las obras sociales siguen estando bajo 
un control importante por parte de sindicatos y médicos. En Brasil se mantuvo la propuesta de un 
sistema único de salud y en Colombia las políticas de "mercado regulado" afianzaron el poder 
de aseguradoras y prestadores de salud privados. 
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afectados por tradiciones culturales, marcos institucionales y otros agentes 
extemos. El análisis relacional de las reformas sociales parte del supuesto de 
que los actores pueden alterar los resultados de las transformaciones. 

Esta mirada abandona los intentos de probar que el racionalismo, el estructu-
ralismo o el culturalismo pueden explicar los resultados de los cambios socia­
les acontecidos, con lo que se abre a las múltiples dimensiones que coinciden 
para dar lugar a resultados heterogéneos. El reto de esta propuesta de análisis es­
tá en pasar de identificar las condiciones iniciales en que se dan las reformas, a 
reconstruir la dinámica sociopolítica que llevó a unos resultados particulares. 
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